Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 41 minutos) 


-La Comisión tiene el gusto de recibir a los integrantes de la Secretaría Ejecutiva de la Mesa Solar, 
arquitecta Alicia Mimbacas y licenciado Gerardo Honty, a quienes con mucho gusto les cedemos el uso de 
la palabra para escuchar su opinión con respecto al tema energético, tan importante y de tanto interés para 
nuestro país. 


SEÑOR HONTY.- Antes que nada, agradecemos a la Comisión por habernos recibido. Para nosotros es un 
orgullo poder estar acá y compartir esta iniciativa. La arquitecta Mimbacas -que me acompaña en el día de 
hoy- y quien habla, pertenecemos al CEUTA, Centro Uruguayo de Tecnologías Apropiadas, que está 
ejerciendo la Secretaría Ejecutiva de la Mesa Solar. 


CEUTA es una institución que se dedica a la promoción, difusión y capacitación de tecnologías 
apropiadas en varias áreas, y una de ellas es la de la energía. En ese campo venimos trabajando desde 
hace muchos años, particularmente en la energía solar y sus aplicaciones técnicas, por entender que es 
una tecnología muy accesible y al alcance de los uruguayos, tanto en los aspectos económicos como 
tecnológicos. 


Con esa intención, desde el año pasado y con el apoyo de algunos organismos gubernamentales 
y otras instituciones, venimos impulsando la idea de la Mesa Solar. 


La Mesa Solar es un espacio intersectorial multiinstitucional, donde están representados el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, UTE, UNIT, las Facultades de Ingeniería y Arquitectura de la Universidad de la República, y una 
larga lista -les vamos a dejar un material escrito con los integrantes, porque son muchos- en la que 
también se encuentran empresas y consultores privados. El objetivo de esta llamada “Mesa Solar” es 
impulsar y promover, a través de diferentes instancias y mecanismos, la energía solar térmica en Uruguay. 


Cuando hablamos de energía solar térmica, nos referimos a aquellas aplicaciones de dicha 
energía que convierten energía lumínica en calor y que pueden destinarse a distintas aplicaciones. La más 
común y la que parece estar más al alcance de la mano es el calentamiento de agua -cuya aplicación ya 
está en curso en varios países del mundo, incluso en el Cono Sur- que tiene varias ventajas para nosotros. 
Obviamente, se trata de una opción renovable, ya que en términos de la escala humana, la energía que 
nos otorga el sol es infinita; es económicamente viable en Uruguay, en tanto los costos que hoy se están 
manejando son accesibles para la media de los uruguayos. Tecnológicamente podría desarrollarse en 
Uruguay, porque además desde este punto de vista la economía uruguaya también podría recibir este tipo 
de emprendimientos de buena manera. Ahorraría divisas, porque implicaría ahorro en petróleo para la 
generación de electricidad, o en gas natural, que a veces se usa para el calentamiento de agua. Podría 
hacer ahorrar recursos, en tanto por lo menos retrasaría o eliminaría directamente las inversiones 
necesarias en generación de energía eléctrica, ya que podría ahorrarse buena cantidad de energía 
eléctrica con estos sistemas. 


Si logramos desarrollar esta industria a partir de los recursos nacionales, tendríamos un potencial 
generador de empleo genuino y de riqueza nacional. Ahora bien, esta tecnología no se ha desarrollado 
mucho en Uruguay y esto plantea algunas barreras. Dentro de la Mesa, hemos considerado que las más 
relevantes son: la falta de información a nivel del público y de los profesionales dedicados a esta tarea; 
cierta desconfianza, por desconocimiento de la tecnología por parte del público en general; falta de 
técnicos, instaladores y diseñadores que puedan implementar, desarrollar e instalar esta tecnología y, 
obviamente, la pequeña escala que hoy tiene el mercado en Uruguay, que impide el desarrollo de una 
industria totalmente nacional, porque ello elevaría los costos de producción. También hay algunos vacíos 
en la reglamentación, -que tienen que ver con los aspectos constructivos- para poder facilitar la instalación 
de estos equipos. 


Ante esta situación, la Mesa Solar aporta un espacio multisectorial, donde todos los actores y 
sectores interesados e involucrados en esta temática puedan contribuir para encontrar los mejores caminos 
para este desarrollo, ya sea a nivel legislativo, regulador, financiero, de difusión, etcétera. 


Entonces, la Mesa propone, en primer lugar, como actividades primarias, investigar los vacíos 
legales o reglamentarios que haya. En segundo término, plantea elaborar algunas propuestas o diseños de 
propuestas que pudieran tomarse, tanto por el órgano legislativo nacional como por los diferentes órganos 
legislativos comunales. En tercer lugar, propone promover la formación de recursos humanos, para lo cual 
contamos con el apoyo del Instituto de Estudios de la Construcción de la UTU, que está intentando 
desarrollar cursos en este sentido, y también de las Universidades. 


Estos son los objetivos que se plantea la Mesa Solar. La idea básica que teníamos era presentar 
el tema relativo a la energía solar a los miembros de esta Comisión y también analizar algunas 
experiencias legislativas de otros países en esta materia. Para ello, voy a ceder el uso de la palabra a la 
arquitecta Mimbacas, que está especializada en esta área y puede ilustrar mejor que yo sobre este tema. 


SEÑORA MIMBACAS.- A modo de síntesis, voy a referirme a lo que es el estado del arte del tema. 


El aprovechamiento de la energía solar con fines térmicos es una realidad en muchas partes del 
planeta. Según la Agencia Internacional de Energía, a fines del año 2005 había instalados en el mundo 159 
millones de metros cuadrados de colectores solares térmicos, siendo China el país que encabeza la lista 
con el 38% de la capacidad instalada, seguido por Japón y luego por Europa. 


Es claramente identificable la tendencia global en la implementación de normas en eficiencia 
energética, en general -iluminación, electrodomésticos y motores- y, en particular, en edificios, que es uno 
de los objetos más longevos que fabrica el ser humano. 


Dentro del marco de la disminución de la demanda de energía, como consecuencia de la Directiva 
2002/91/EC, aprobada por el Parlamento Europeo, se establece que los Estados Miembros deben certificar 
a los edificios nuevos y existentes, desde el punto de vista de su consumo de energía. A consecuencia de 
esta ley, están surgiendo en Europa sistemas de certificación energética de edificios, los cuales brindan 
información objetiva de cuánto consumen los edificios, ya sea por mantenerlos en condiciones de confort, 
en invierno y en verano, por iluminación o por el calentamiento del agua sanitaria, que es precisamente el 
tema que nos convoca. En este sentido, en España, en el año 2006, se aprueba un nuevo marco normativo 
para los edificios, el Código Técnico de la Edificación (CTE), aprobado por Real Decreto 314/2006, de 17 
de marzo, que establece las exigencias que deben cumplir los edificios en todo el territorio español. Allí se 
establece la obligatoriedad de contar con una contribución solar mínima de agua caliente sanitaria en los 
edificios nuevos o en las reformas de los existentes. Más específicamente, podemos decir que la 
Ordenanza Solar Térmica de Barcelona fue la primera normativa que se aprobó en una gran ciudad 
europea. Su primera versión data del año 1999, y ha sido revisada en el 2006, y tiene como objetivo 
promover y regular, a través de la normativa local, las instalaciones de energía solar de baja temperatura 
para la producción de agua caliente en edificios. Antes de su aprobación, Barcelona contaba con 1.650 
metros cuadrados de colectores instalados, en el año 2005 se llegó a los 31.000 metros cuadrados, lo que 
equivale a la demanda de agua caliente sanitaria de las viviendas de una población de 45.000 habitantes. A 
su vez, tienen la meta de que en el año 2010 se llegue a los 96.000 metros cuadrados instalados. 


Actualmente hay 34 ayuntamientos y 8 capitales de provincia -Barcelona, Madrid, Sevilla, 
Granada, Burgos, Pamplona y Valencia- que han seguido el proceso de Barcelona y ya cuentan con 
legislación específica sobre energía solar térmica. 


En nuestra región, Brasil cuenta con la Ley N* 10, 295 de 17 de octubre de 2001, que fue creada 
luego de la crisis energética de ese año. Allí se dispone que se debe establecer máximos de consumo de 
energía o mínimos de eficiencia energética en edificios, así como en máquinas y aparatos consumidores de 
energía fabricados o comercializados en el país. En base a esta Ley, en el año 2007 se aprobó un 
reglamento para el etiquetado de edificios comerciales, que tiene carácter voluntario y valora positivamente 
la inclusión del calentamiento de agua por medio de la radiación solar. A nivel municipal, las ciudades de 
Sao Pablo, Porto Alegre, Belo Horizonte, Birigui, Campina Grande y Varginha, ya poseen leyes municipales 


que reglamentan el uso de energía solar, a la vez que se están desarrollando acciones en 53 municipios de 
cinco Estados. 


Para finalizar, podemos señalar que la Comisión Nacional para el Ahorro de Energía de México 
ha implementado un programa para la promoción de calentadores solares de agua, con cinco tipo de 
instrumentos: regulatorios, incentivos económicos para los usuarios, fortalecimiento de la oferta, e 
información y gestión. Lo ha hecho en el entendido que el éxito de un programa de promoción de la energía 
solar térmica pasa por abordarlo de forma integral. 


De esta manera, culmino con una brevísima síntesis de lo que está ocurriendo a nivel mundial y 
regional con este tema. 


SEÑOR HONTY.- Simplemente, quiero agregar que el día de mañana, jueves 10 de abril, se va a hacer la 
presentación pública de esta Mesa Solar en la Facultad de Arquitectura, con la participación de todas las 
instituciones integrantes. Asimismo, ya se está haciendo una exposición de equipos de calentamiento de 
agua sanitaria, de fabricación nacional e importados, así como los de personas -a las que denominamos 
autoconstructores- que construyen sus propios equipos de energía solar térmica. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, quisiera saber si tienen conocimiento de algún estudio de costo 
comparativo. Dicho de otro modo, la pregunta es si ustedes saben cuánto sería el ahorro que se lograría 
de aquí en adelante -si no tienen la información acá, nos las pueden hacer llegar- si aprobamos una ley 
que establezca que todos los edificios que se construyan deberán contar con un calentador y, por lo tanto, 
con una cañería especial que vaya a cada uno de los calefones para aprovechamiento de la energía solar 
y, a su vez, otorgamos un plazo de 3, 4 ó 5 años para que todos los edificios públicos realicen las reformas 
necesaria. 


Por otro lado, quisiera conocer cuál sería el nivel de inversión que debería hacerse, por ejemplo, 
para que un edificio medio, es decir, de diez pisos con dos apartamentos por piso, tenga un calentador en 
su azotea. En definitiva, a quien vaya a comprar una unidad se le agregaría un costo adicional; entonces, 
me gustaría tener una idea de cuál sería el efecto. Naturalmente, hacerlo para todas las viviendas es más 
complejo e, incluso, más difícil de inspeccionar. 


En suma, quisiera saber si nuestros invitados tienen una estimación de esos dos costos o, en 
caso contrario, si en algún momento nos la pueden hacer llegar. Concretamente, insisto, me gustaría tener 
una idea de cuál sería el ahorro que se lograría en los próximos cinco años en todas las unidades nuevas y 
edificios públicos, y cuánto aumentaría el costo por unidad en un edificio promedio. 


SEÑOR HONTY.- Los primeros intentos de números que se han hecho a nivel de la Mesa nos indican que 
si lográramos sustituir el 30% de los calentadores eléctricos que hoy tenemos en nuestros domicilios por 
energía solar, estaríamos ahorrando una potencia instalada de 100 megavatios. De aquí se puede derivar, 
en cierto sentido, un posible ahorro a nivel nacional por la implementación de esta tecnología. 


En cuanto al ahorro en los costos individuales, va a depender de la tecnología y del equipo que 
se tome; en el mercado ya hay diferentes equipos con distintos precios. De todas maneras, podemos decir 
que el costo de instalación de un equipo solar para una familia tipo de cuatro personas está oscilando entre 
US$ 400 y US$ 1.000. Ahora bien, en el caso de edificios que requieran mayor cantidad de agua, 
obviamente se amplía la necesidad de panelería y de equipamiento, y en ese sentido se va a reducir el 
costo, en tanto hay que instalar una cantidad mayor de equipos. Pero por lo menos en lo personal no 
conozco los planes de negocios de las empresas y qué están haciendo con este tipo de edificios. Sabemos 
que en los casos en los que se requiere mucho calentamiento de agua -por ejemplo, en las piscinas- la 
recuperación del costo de inversión se hace en el entorno de un año o un año y medio. Precisamente, entre 
los panelistas que van a exponer en el día de mañana están los ingenieros Patrone y Sardi, de UTE, que 
van a presentar el proyecto que tienen en el Parque de Vacaciones de UTE, donde hace aproximadamente 
un año o un año y medio las piscinas son calentadas con energía solar. 


SEÑORA MIMBACAS.- Simplemente quiero agregar que cuando se encara una obra nueva, la previsión 
de la instalación es mucho más simple que cuando hay que refaccionarla. Cuando ya hay edificios 
instalados, el tema debe estudiarse con mayor profundidad, pero seguramente el nivel de inversión debe 
ser mayor. 


SEÑOR LONG.- Ante todo quiero saludar a nuestros invitados y manifestarles que me parece muy 
importante el tema que están abordando. Realmente, me alegra la instalación de esta Mesa Solar, que va a 
permitir un trabajo mucho más visible de todos quienes están vinculados al tema. Muchos de los aspectos 
vinculados con esta temática, como el que planteaba la arquitecta Mimbacas sobre la certificación de 
eficiencia energética, los hemos seguido y valorado mucho, porque son parte de la evolución hacia la 
calidad que debe seguir el país en todos sus rubros; uno de ellos es la cuestión energética por razones de 
eficiencia. 


No sigo el tema con especial cuidado, pero sí puedo decir que hace dos años visité la estación 
experimental de Mont Soleil, ubicada en los montes Jura en Suiza, donde se han efectuado progresos 
extraordinarios en el aprovechamiento de la energía solar. Aún así, todavía tienen problemas en los costos 
y lo consideran una cuestión para más adelante. En ese país, las compañías ofrecen una segunda tarifa de 
energía limpia, de mayor costo y de carácter voluntario --lo increíble, que quizás solo ocurra en Suiza, es 
que mucha gente se suscribe a esta tarifa-- con la cual las compañías pueden elaborar nuevos planes. El 
estadio de fútbol que se ha construido en Berna, techado casi por completo, está cubierto de paneles 
solares. Esta energía limpia se contabiliza por separado, y la propuesta al usuario es que si desea energía 
limpia va a pagar más caro, pero que es recomendable hacerlo por el bien del país y porque es lo que se 
va a aplicar en el futuro. 


Mi preocupación apunta a la necesidad de conocer los costos de este sistema desde el punto de 
vista del usuario y de las compañías de electricidad que operen en este campo. Quisiera saber si la 
ecuación cierra porque, de lo contrario, habría que pensar en algún tipo de subsidio. Digo esto porque, de 
alguna forma, es lo que se está haciendo actualmente con la energía eólica, pues UTE está dispuesta a 
pagar un plus por ella --si bien en este caso ese costo es disuelto luego en el conjunto de la sociedad- 
porque supone que en el futuro la inversión va a valer la pena. Por lo tanto, considero muy importante la 
información sobre costos y beneficios. 


SEÑOR HONTY.- Hay muchas maneras de aprovechar la energía solar, pero básicamente existen dos: la 
fotovoltaica y la térmica. La energía solar fotovoltaica es la que transforma la energía lumínica en 
electricidad y es cara, tanto en el mundo como en Uruguay. 


SEÑOR MICHELINI.- Es el futuro, pero todavía se aprovecha muy poco. 


SEÑOR HONTY.- Es probable. Faltan muchos años para que esta tecnología tenga un precio accesible en 
Uruguay como para competir con las convencionales u otras disponibles. En este sentido, quiero dejar en 
claro que la energía fotovoltaica es cara y que no está entre las prioridades de la Mesa Solar, la cual va a 
concentrarse especificamente en la energía térmica. La energía solar térmica plantea una competencia 
interesante, incluso en el mercado uruguayo. Tal como hoy están las cosas, los problemas básicos son, en 
primer lugar, un gran costo de inversión, pues la persona que va a comprar un calentador solar para una 
casa debe disponer de una capacidad de inversión de US$ 400, US$ 500 o US$ 1.000, mientras que un 
calefón eléctrico se puede adquirir por menos de US$ 200. Es necesario superar este problema de 
inversión, pues el sistema está pensado para gente con capacidad de invertir y de pensar en su ahorro 
futuro. 


El segundo problema es el desconocimiento y la desconfianza que existe sobre esta tecnología. 
El hecho de que sea algo nuevo, que no esté instalado en ningún lado, que no se conozca -incluso, ni 
siquiera se sabe dónde están los comercios que lo venden o con quién se puede obtener información- está 
impidiendo que tenga un mayor desarrollo. Ahora bien, una alternativa para ese desarrollo sería lograr, por 
ejemplo, un sistema de financiación a mayor plazo, a fin de que más gente pudiera acceder a esa 
tecnología. 


Otro punto importante es cómo damos difusión a esta tecnología, y por eso estamos convocando 
a la presentación de la Mesa Solar en el día de mañana. 


Con respecto a la obligatoriedad de la instalación que mencionaba el señor Senador Michelini, 
entendemos que es imprescindible que paralelamente al desarrollo del mercado se capacite a personas en 
la fabricación, instalación y certificación de estos equipos. No podemos correr el riesgo de que suceda lo 
mismo que con otras experiencias renovables en el Uruguay, que por estar mal instaladas, por 
desconocimiento, por mala gestión o por mal mantenimiento, se considere que se trata de una mala 
tecnología. 


Quiero agregar que en el marco de la Mesa Solar está trabajando una Comisión integrada por la 
UNIT y la Intendencia Municipal de Montevideo -no sé si hay alguien más- para elaborar las normas de 
certificación de los calentadores solares a fin de que las personas que quieran adquirirlos tengan la 
seguridad de que lo que están comprando es un producto con cierto nivel de calidad y que no van a tener 
problemas. 


SEÑORA MIMBACAS.- En el marco del proyecto de eficiencia energética que está llevando adelante el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, se acordó con UNIT la elaboración de una serie de normas, entre 
las que se incluirá la elaboración de normativa referente a colectores solares, justamente, para garantizar la 
calidad de la oferta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que ya estamos en la hora de recibir a la otra delegación, pero de 
todas maneras quisiera hacer la siguiente pregunta: ¿han tenido entrevistas con los Directores de UTE, con 
la URSEA y con el Ministerio de Industria, Energía y Minería en cuanto a la importancia de este tema desde 
el punto de vista estratégico nacional? Digo esto porque tenemos un monopolio de hecho en materia 
energética y es importante tener presente todo lo que pueda significar un ahorro futuro. Téngase en cuenta 
que los 100 megas en que se puede disminuir el consumo, en función del 30% de la energía térmica que 
se consuma en el Uruguay, es lo que produce la nueva planta de Botnia. 


Creo que no todos los temas son políticos, sino que se trata de ver qué es lo más barato. En ese 
sentido, los partidos hemos enviado técnicos para que se reúnan con el Ministro de Industria, Energía y 
Minería -así lo hicieron con Lepra, y supongo que también lo harán con Daniel Martínez- a fin de diseñar 
estrategias comunes en las que, a mi juicio, debe estar presente el tema de la energía solar. Naturalmente 
que coincidimos en que se precisa mayor difusión, ya que si alguien quisiera tener uno de estos calefones 
en su casa, lo más seguro es que no sepa a dónde ir. Además, supongo que la Mesa también aglutinará a 
los que quieren vender. Creo que la gente no es tonta y si se trata de una opción más barata, la van a 
elegir. 


En definitiva, la pregunta que quería plantear antes de recibir a la próxima delegación, era si 
habían mantenido entrevistas con la URSEA, que es el ente regulador, con el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, que es el que diseña las políticas, y con la UTE, que tiene un monopolio de hecho en la 
distribución energética, a los efectos de elaborar convenios de financiación. 


SEÑOR HONTY.- No sé si con orgullo o con honor, voy a contestarle que sí, que forman parte de la Mesa 
tanto el Ministerio de Industria, Energía y Minería como la UTE. Están enterados -particularmente el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería- por el proyecto de ley de eficiencia energética, que ha impulsado 
y apoyado mucho la creación de esta Mesa, pues desde el principio ha estado convocando y participando 
en las reuniones y ha cedido el local para los plenarios. La URSEA aún no se ha integrado; obviamente, 
vamos a invitarla porque, como el señor Presidente decía, es un actor clave en todo esto. 


Si me permiten, y para que los señores Senadores tengan una idea al respecto -y quede el 
registro en la versión taquigráfica- en dos minutos voy a leer los integrantes de la Mesa en este momento. 
La integran: el Ministerio de Industria, Energía y Minería -como decía, a través del proyecto de eficiencia 
energética-; el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a través de dos 
unidades, a saber, la Unidad de Cambio Climático y la Dirección Nacional de Vivienda; las Intendencias 
Municipales de Montevideo, Canelones y Tacuarembó; UTE, el Instituto Uruguayo de Normas Técnicas, la 
Facultad de Arquitectura y la Facultad de Ingeniería de la UDELAR; la Facultad de Ingeniería y el Centro de 


Producción más Limpia de la Universidad de Montevideo; FUCVAM; la Asociación de Ingenieros Químicos 
del Uruguay; la Sociedad de Arquitectos del Uruguay; la Asociación de Ingenieros Tecnológicos del 
Uruguay; la Universidad del Trabajo del Uruguay, a través del Instituto de Construcción; la Asociación 
Uruguaya de Acondicionamiento Térmico; la Asociación de Instaladores Térmicos del Uruguay; la 
Asociación de Promotores Privados del Uruguay; la Asociación Nacional de Micro y Pequeñas Empresas - 
ANMYPE- además de consultores y empresarios privados. 


SEÑOR COURIEL.- Solamente quería preguntar si se ha llegado a un nivel de madurez suficiente, en 
términos de conocimientos y de recursos humanos, como para que nosotros pudiésemos recibir un 
proyecto de ley de la mesa sectorial a los efectos de empezar a analizarlo aquí, en el ámbito parlamentario. 


SEÑOR HONTY.- Aspiramos a que ese sea uno de los resultados del trabajo de la Mesa, que recién 
empieza; institucionalmente, se oficializa mañana a pesar de que venimos trabajando desde agosto del año 
pasado en la conformación de este espacio. Como decía, esa es una de nuestras aspiraciones. 


Ante la consulta del señor Senador Couriel, quiero aprovechar para invitar oficialmente a esta 
Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios a formar parte de esta Mesa a través de 
alguno de sus miembros. 


SEÑOR COURIEL.- Podría ser el señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, perfectamente. 


SEÑOR HONTY.- Como decía, quería invitar formal y oficialmente a la Comisión  -a su Presidente o algún 
delegado que él nombre- a formar parte de esta Mesa, a integrarse a ella para, de esta manera, ir viendo 
las posibilidades de formular algún proyecto de ley en este sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los integrantes de la Secretaría Ejecutiva de Mesa 
Solar; seguiremos en contacto y seguramente la Comisión va a designar a alguien para que mantenga un 
vínculo más directo con ustedes por la importancia del tema. 


(Se retira de Sala la delegación de la Secretaría Ejecutiva de Mesa Solar) 
SEÑOR LONG.- Antes de recibir a la siguiente delegación, me gustaría hacer un planteo relativo a ANTEL. 


He escuchado con preocupación algunas manifestaciones del señor Presidente de ese organismo, 
en el sentido de que si ANTEL no cambia, deja de existir. Quiere decir que no estamos hablando de que el 
Ente esté atravesando por dificultades, como le puede suceder a cualquier empresa, sino que 
aparentemente estaría en una situación muy crítica. También hace referencia a una gran pérdida de 
participación en el mercado y de la necesidad de realizar transformaciones muy profundas. 


En consecuencia, nos parece que sería bueno invitar al señor Presidente de ANTEL, con la 
finalidad de que nos ilustre sobre la situación de la empresa, los problemas que enfrenta y, sobre todo, 
cuáles son los planes de futuro. Téngase en cuenta que es una de las empresas más grandes del país y 
que, en general, siempre se sitúa a la par de UTE, que probablemente sí es la empresa más importante del 
Uruguay. Por tanto, creo que sería bueno poder tener la información de primera mano, para no manejarnos 
con versiones del tema. 


SEÑORA DALMÁS.- Antes que nada, debo señalar que me parece muy importante el planteo realizado por 
el señor Senador Long, por lo que, a pesar de que el Directorio ha cambiado recientemente y tiene nuevos 
integrantes, me parece que habría que habría que invitarlo en pleno, no solamente al Presidente. 


Por otra parte, como es uno de los Entes que está en proceso de transformación, lo cual se 
visualiza, de alguna forma, en la instrumentación de los “call centers”, que es el sector más visible de este 
proceso, me parece importante que se invite a todo el Directorio. 


Debo admitir que tengo sentimientos encontrados porque, por un lado, respaldo absolutamente lo 
diseñado en cuanto a algunos elementos de transformación como el trabajo realizado con la empresa 
ACCESA y la implementación de los “call centers”, pero por otro, reconozco que el Ente está en pleno 
conflicto con su sindicato. Por esa razón, a veces pienso que instancias como estas pueden reavivar 
conflictos. 


De todas formas, considero que el Parlamento debe seguir trabajando en profundidad y que sería 
conveniente, sobre todo en un momento como este, estar al tanto de cuáles son las transformaciones, de 
las cuales vemos un aspecto, pero puede haber otros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa tiene varios asuntos a considerar, pero de todas maneras recibe el 
planteo -por supuesto, es un tema importante- y se compromete a buscar el modo de coordinar una 
reunión con el Directorio de ANTEL. De concretarse, le podríamos dar la opción de que, si en algún 
momento de la sesión quieren hacer una manifestación que pueda generar algún tipo de conflicto, se 
pueda suspender la toma de la versión taquigráfica, de modo tal que podamos recibir la información 
necesaria para saber cuál es el rumbo que va a tomar la empresa respecto a esta situación, pues tal como 
indica el señor Senador Long, es una de las más importantes del país. 


En ese sentido, reitero que vamos a buscar el modo de coordinar con el Directorio y los señores 
Senadores una fecha en la que podamos recibirlos en la Comisión. 


Tenemos otra delegación esperando para ser recibida, pero antes quiero comentar a los señores 
Senadores que la Cámara de Industrias del Uruguay nos va a recibir en su sede el miércoles 23 de abril a 
las 18 y 30 horas. Voy a coordinar con el Presidente del Senado para que lo tenga en cuenta y no se 
realice en esa oportunidad ninguna sesión extraordinaria del Cuerpo que nos impida participar de ese 
encuentro. De esa forma, estaríamos cumpliendo la ronda que nos habíamos fijado antes de recibir al 
señor Ministro del ramo. Tenemos a estudio temas energéticos, vamos a recibir al Directorio de Megal S.A. 
y luego nos reuniremos con los representantes de la Cámara de Industrias, reitero, en su sede ubicada al 
lado del LATU. Allí tendremos oportunidad de escuchar sus planteos, inconvenientes y planteamientos 
generales y después podremos tener una reunión con el señor Ministro para profundizar sobre este tema. 


Para tratar lo relativo a ANTEL, creo que sería conveniente esperar al mes de mayo. 
(Ingresan a Sala los representantes del Directorio de Megal S.A.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios de la Cámara de Senadores 
tiene mucho gusto en recibir al Directorio de la empresa Megal S.A.: a su Presidente, señor Ramón Armas; 
a su Vicepresidente, doctor Héctor Pérez Piera, y al doctor Ope Pasquet, un amigo de esta Casa. 


SEÑOR ARMAS.- Quiero agradecer a los señores Senadores aquí reunidos por la premura con que nos 
han concedido esta audiencia, donde podremos expresar todos los problemas que nos está ocasionando la 
zafra que se acerca. Nuestro principal problema es el Derecho marcario, que durante cuarenta años o más 
nunca se aplicó y ahora se lo pretende aplicar. 


En nuestra planta no ha ocurrido ningún accidente ni ha habido ningún problema, pero en los años 
que lleva funcionando ha sufrido frecuentes inspecciones, tanto de URSEA, como de ANCAP, de los 
bomberos, etcétera, lo que nos parece bien porque eso vela por la seguridad del usuario y por la nuestra 
también. 


Una gran cantidad de cooperativistas formamos esta empresa. Cabe aclarar que se denomina 
empresa, a pesar de ser una cooperativa porque, en aquel momento, cuando se formó, ANCAP no atendía 
gremios ni cooperativas. Por ese motivo nos transformamos en una sociedad anónima, pero sin perder de 
vista el espíritu cooperativo. Vale destacar que estamos llevando a cabo un trato cooperativista tan liberal 
que los distribuidores cooperarios tienen los mismos beneficios que aquellos que no lo son. Ello ha 
permitido abatir los precios al consumidor en los últimos años, desde que salimos al mercado. 


En definitiva, si el señor Presidente lo permite, quisiera que el Doctor Ope Pasquet explicara con 
más claridad la situación generada en torno a esta empresa. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PASQUET.- El objeto específico de nuestra preocupación es el Decreto N* 472, de 3 de diciembre 
de 2007, que establece nuevas regulaciones en el mercado de distribución de gas licuado de petróleo, 
GLP, cuyas consecuencias pueden llegar a afectar la propia existencia de Megal S.A. 


Antes de la sanción de esta norma, se aplicaba el Decreto N* 375 de 2003, que fijó la estructura 
jurídica mínima de una situación de hecho que existía desde hacía décadas y que, en materia de 
distribución de envases de GLP, se caracterizaba por el parque universal de garrafas y la libre 
intercambiabilidad entre los envases que rellenaba y distribuía uno u otro distribuidor. Durante décadas 
hubo sólo dos empresas en este mercado de distribución de GLP: Acodike y Riogas, las cuales funcionaron 
pacíficamente con un régimen de libre intercambio de envases. Es así que Acodike rellenaba libremente las 
garrafas de Riogas y, a su vez, ésta hacía lo mismo con las de Acodike sin que, en apariencia, existieran 
dificultades ni problemas. La situación cambió cuando irrumpieron en este mercado empresas nuevas 
como Megal S.A. y la propia DUCSA de ANCAP. En ese momento, Acodike y Riogas entendieron que el 
régimen de intercambiabilidad que se había aplicado pacíficamente durante décadas dejaba de ser 
apropiado para delimitar la nueva situación. Por tal motivo, cuando el Decreto N* 375 de 2003 consagró 
jurídicamente esa situación de hecho, estas empresas lo impugnaron, primero por la vía administrativa y 
luego ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Éste se pronunció respecto de la primera de las 
dos acciones -hay una de Acodike y otra de Riogas- por sentencia N* 849, dictada el 20 de diciembre de 
2006, desestimando la acción de nulidad y señalando que el Decreto N* 375 se ajustaba cabalmente a las 
normas de protección al consumidor y defensa de la libre competencia, que invocaba en su 
fundamentación. Unos días después, el 8 de enero de 2007, el entonces Presidente del Directorio de 
ANCAP envió una nota al Ministerio de Industria, Energía y Minería señalando la necesidad y la 
conveniencia de regular el mercado de distribución de GLP, habida cuenta de la existencia de una nueva 
realidad, ante la irrupción de otros agentes. Asimismo, expresaba distintos objetivos a alcanzar a través de 
la regulación, entre los cuales de destaca particularmente el de la trazabilidad de los envases, concepto 
que es fundamental en este asunto. 


Aunque la nota de ANCAP no dice cuál sería el sistema a utilizar para asegurar la trazabilidad, 
hace referencia a la necesidad de prever el intercambio de los envases, lo que de alguna manera -como 
veremos luego- implica cierta forma de asegurar la trazabilidad que el Decreto N* 472 va a recoger. 


Precisamente, el Decreto N* 472, de 3 de diciembre de 2007, que es la coronación del proceso 
iniciado con la nota de ANCAP de 8 de enero de 2007, establece un nuevo sistema en materia de 
regulación de la distribución de gas licuado de petróleo que es exactamente contrario al que hasta ese 
momento había regido y que, como habíamos visto, estaba consagrado por el Decreto N* 375. El Decreto 
N* 472 deroga expresamente al Decreto N* 375 y establece un sistema nuevo. ¿Con qué propósito? Con el 
de establecer una correspondencia precisa e inalterable entre cada envase y su distribuidor. Es decir que 
ya no estamos hablando de trazabilidad en general, sino de un modo específico de asegurarla, 
estableciendo una correspondencia precisa, inalterable y permanente entre cada garrafa y su distribuidor. A 
fin de lograr ese objetivo, se establece una norma básica que fue recogida en el literal e) del artículo 3" del 
Decreto N* 472, que dice: “Los Distribuidores Minoristas no podrán distribuir GLP en envases cuya 
identificación los vincule con otro Distribuidor”, es decir que ningún distribuidor podrá utilizar envases que 
no sean aquellos que estén identificados con sus características. 


Por lo tanto, de aquel régimen de intercambiabilidad según el cual cada distribuidor llenaba 
cualquier envase sin restricciones, pasamos, de acuerdo con el Decreto N* 472, al régimen opuesto por el 
que ningún distribuidor puede distribuir envases que no lleven su identificación. ¿Cómo se hace tal 
identificación? Los envases que integran el parque actualmente existente se asignan a cada distribuidor, en 
función de la participación que tenía en el mercado de distribución de GLP a la fecha de sanción del 
Decreto. Por su parte, los envases nuevos que se incorporen al mercado en lo sucesivo, deberán estar 
identificados por cada distribuidor con un altorrelieve inalterable. 


Adviértase, entonces, que los envases se asignan en función de la participación de cada 
distribuidor en el mercado al 3 de diciembre de 2007. Por lo tanto, cada una de las garrafas será pintada 
por cada distribuidor y, como dicha pintura deberá ser inalterable -porque nadie puede cargar los envases 
de otro- quedará asegurado el objetivo que busca el Decreto, que es una perfecta correspondencia entre 
un envase y un distribuidor determinados. 


Ahora bien, esto tiene consecuencias económicas muy claras y muy dañosas para Megal S.A. 
Pensamos que también las tiene para la distribuidora DUCSA, que tiene una participación menor en el 
mercado, pero a nosotros hoy nos interesa plantear la situación de nuestra empresa. Como decía, esto va 
a afectar muy negativamente a Megal S.A. porque, de acuerdo con estas disposiciones, una empresa que 
quiera aumentar su participación en el mercado de distribución de GLP tendrá que adquirir los nuevos 
envases que desee utilizar. Se estima que el parque de garrafas es de aproximadamente 2:000.000 de 
unidades; Megal S.A. tiene algo así como el 10% de ese mercado y, si quisiera crecer solamente un punto, 
por aplicación de las disposiciones del Decreto, debería comprar unas 20.000 garrafas. Debido a que cada 
garrafa cuesta alrededor de US$ 50 en el mercado -la cifra más precisa sería US$ 52, pero utilicemos US$ 
50 para facilitar los cálculos- para poder crecer sólo un punto hay que invertir US$ 1:000.000. Cabe 
destacar que esta exigencia no existía cuando regía el Decreto N* 375 de 2003 y se aplicaba pacíficamente 
el régimen de libre intercambiabilidad entre Acodike y Riogas, que se empleó durante treinta años. Sin 
embargo, con el Decreto N* 472 se introduce un nuevo criterio y queda claro que el que quiera crecer un 
punto deberá invertir US$ 1:000.000. 


La consecuencia natural de esto es que se restringe y se dificulta la competencia en el mercado 
de distribución GLP y esa limitación que se introduce, a nuestro juicio es claramente muy contraria a las 
disposiciones de la recientemente sancionada Ley N* 18.159, de “Promoción y Defensa de la 
Competencia”, cuyo artículo 2*, “Principio general”, dice: “Todos los mercados estarán regidos por los 
principios y reglas de la libre competencia, excepto las limitaciones establecidas por ley, por razones de 
interés general. 


Se prohíbe el abuso de posición dominante, así como todas las prácticas, conductas o 
recomendaciones, individuales o concertadas, que tengan por efecto u objeto, restringir, limitar, 
obstaculizar, distorsionar o impedir la competencia actual o futura en el mercado relevante. 


A efectos de valorar las prácticas, conductas o recomendaciones indicadas en el párrafo que 
antecede, el órgano de aplicación podrá tomar en cuenta si esas prácticas, conductas o recomendaciones 
generan ganancias de eficiencia económica de los sujetos, unidades económicas y empresas involucradas, 
la posibilidad de obtener las mismas a través de formas alternativas”-subrayamos esto, porque en este 
caso es muy importante, y me refiero a la posibilidad de obtenerlas a través de formas alternativas- “y el 
beneficio que se traslada a los consumidores”. 


Ahora bien, lo que nosotros advertimos cuando salió el Decreto, es que de algún modo esto 
había sido genéricamente anticipado, tanto por las unidades asesoras del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, como por la URSEA, porque cuando dicha Cartera recibió la nota de ANCAP a la que aludí 
anteriormente -fechada, repito, el 8 de enero- le dio curso internamente y ya el 23 de marzo de 2007 se 
realizó un informe por parte de la Dirección Nacional de Energía y Tecnología Nuclear del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería que vale la pena tener presente. Nosotros accedimos a ese informe porque 
promovimos determinadas actuaciones judiciales preparando lo que podría ser un juicio de reparación por 
el perjuicio legal que este Decreto, a nuestro juicio, nos causa. En el marco de ese proceso de la diligencia 
preparatoria, antes de que estuviera fuera del país el ingeniero Lepra, solicitamos los antecedentes 
administrativos que obraban en el Ministerio y en la URSEA relativos a la sanción de este Decreto. 


En los respectivos antecedentes administrativos remitidos por el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, de fojas 59 a 61 del expediente judicial N* 2-8074/2008 -tramitado ante el Juzgado 
Letrado de Primera Instancia de lo Contencioso Administrativo de Tercer Turno- figura el informe del 23 de 
marzo de la Dirección Nacional de Energía y Tecnología Nuclear donde se expresan varias cosas de 
interés. 


Afojas 59, esa Dirección Nacional dice que no dispone de información probatoria que permita 
afirmar que el sistema actual del parque universal esté provocando un deterioro en el estado de las 
garrafas y que por tanto se estima conveniente solicitar informe a la Unidad Reguladora sobre el nivel de 
cumplimiento alcanzado de los aspectos vinculados a la seguridad y trazabilidad de los envases 
establecidos en la reglamentación. 


Quiere decir que de acuerdo con esta Dirección perteneciente al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería, no hay elementos de juicio que permitan afirmar que el sistema anterior perjudicaba o 
deterioraba el parque de garrafas. 


Otro elemento que destacamos de este informe, que obra a fojas 60 del expediente, es la 
afirmación que señala que un sistema en el cual cada envase intercambiable de GLP tenga un único 
agente responsable de su mantenimiento, le otorga a éste el derecho exclusivo de comercialización 
(reenvasado y distribución) sobre esos envases y requiere de un método de identificación que permita a la 
gente individualizar fácilmente los envases de su parque. Quiere decir que la Asesoría señala que se crea 
un derecho exclusivo de comercialización. Finalmente, el informe de la Asesoría dice que desde el punto de 
vista técnico, la Dirección Nacional no ve objeciones a la implantación de un esquema de parque de 
garrafas identificados por distribuidor, reconociendo las ventajas de seguridad que implica la relación 
unívoca entre envase y distribuidor, pero culmina señalando que considerando los complejos aspectos 
jurídicos que presenta un cambio de esta índole, se considera pertinente recabar la opinión de la Asesoría 
Jurídica del Ministerio de Industria, Energía y Minería y de la URSEA a este respecto. 


Obsérvese que la Asesoría del Ministerio señala que estamos creando un derecho exclusivo de 
comercialización y por eso recomienda, sobre este punto, obtener un pronunciamiento de la Asesoría 
Jurídica y de la URSEA. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Qué fecha tiene el informe? 


SEÑOR PASQUET.- Este informe fue elaborado el 23 de marzo de 2007, y posteriormente entró en 
vigencia la Ley No. 18.159, de Promoción y Defensa de la Competencia. 


El trámite continúa y desde el Ministerio de Industria, Energía y Minería se recaba la opinión de la 
URSEA. Los antecedentes respectivos obran a fojas 68 del expediente judicial que hemos mencionado. 


Ahora me voy a referir al acta de la sesión de la Comisión Directora de la URSEA, de fecha 3 de 
agosto de 2007. Allí se hace referencia a estos antecedentes y concluye estableciendo que una propuesta 
de modificación reglamentaria relacionada con el proceso de trazabilidad de los envases de GLP, con 
facilidades para la instalación de sistemas de canje entre los distintos operadores, no merece 
observaciones regulatorias en la medida en que se traduzca en beneficios para el consumidor y no afecte 
derechos adquiridos ni la libre competencia en el mercado, máxime teniendo en cuenta la reciente 
aprobación de la Ley N* 18.159. Esto es lo que dice la Comisión Directora de la URSEA en su sesión del 3 
de agosto de 2007 y lo que informa al Ministerio cuando éste le pide su opinión. Es importante señalar que 
solicita su opinión, no a propósito de un proyecto de decreto ya elaborado -no hay tal cosa- sino a raíz de 
aquella nota de ANCAP del 8 de enero. Esto es lo que va a la URSEA, es decir, esa nota y el pedido del 
Ministerio de que se pronuncie al respecto, y lo hace en los términos que acabamos de leer: no habría 
problemas con el sistema, pero hay que tener cuidado con el derecho de los consumidores, con los 
derechos adquiridos y con la libre competencia, que ahora hay que proteger porque ya está vigente la Ley 
N* 18.159. 


El expediente sigue su trámite dentro del Ministerio y se produce un segundo dictamen de la 
Dirección Nacional de Energía y Tecnología Nuclear, con fecha 28 de agosto de 2007. Este segundo 
dictamen de la Dirección recién mencionada, que obra a fojas 63 del expediente judicial, es muy breve. 
Reitera las anteriores consideraciones y termina diciendo: “Asimismo, se recomienda elevar las presentes 
actuaciones con el fin de que sea evaluada la conveniencia de analizar los aspectos jurídicos ligados al 
tema”. El expediente continúa su trámite y esto vuelve a la URSEA, no por un tema del expediente, sino 
porque el mediodía del 15 de noviembre de 2007 la señora Presidenta de la Comisión Directora recibe al 
mediodía la llamada del Ministro de Industria, Energía y Minería, quien le pide un rápido pronunciamiento 


acerca del proyecto de decreto que remite. La URSEA se reúne ese 15 de noviembre y a la tarde contesta 
por mail diciendo: “Señor Ministro: el proyecto remitido en la fecha a la URSEA difiere de lo anteriormente 
considerado y ha merecido a los técnicos de la Unidad los siguientes comentarios”. Allí se formulan una 
serie de apreciaciones de detalle que desde el punto de vista que nos interesa no son relevantes. 
Queremos destacar el último párrafo, que dice: “Finalmente, y en relación con la derogación del Decreto 
375 de 2003, cabe tener presente la sentencia 849, de 20 diciembre de 2006, que se adjunta”. Quiere decir 
que la URSEA insiste en señalar al Ministerio los aspectos vinculados a la libre competencia, porque el 
Decreto 375, que es expresamente derogado por el Decreto 472, precisamente se había dictado invocando 
la necesidad de proteger la libre competencia, y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo señalaba que 
el Decreto cumplía con la ley invocada y con el propósito de querer proteger la libre competencia. 
Entonces, la URSEA le indica al Ministerio: “Cuidado, tengan presente la sentencia del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo”. 


Entonces, los dos dictámenes de la URSEA y los dos informes de la Asesoría de la Dirección 
Nacional de Energía y Tecnología Nuclear, señalan de una manera o de otra el tema de la libre 
competencia. 


Posteriormente, el expediente pasa a la Asesoría Letrada del Ministerio, que se expide el 19 de 
noviembre de 2007 con un dictamen que consta de tres renglones. Luego de la fórmula de cortesía, la 
fecha, etcétera, señala: “El suscripto no tiene observaciones que formular desde el punto de vista jurídico al 
presente proyecto de decreto, el cual introduce modificaciones al mercado de gas licuado de petróleo”. 
Como surge de lo que acabo de leer, el informe jurídico del Ministerio no analiza la cuestión de la libre 
competencia desde el punto de vista de la Ley N* 18.159, su incidencia en este tema ni la forma en 
que el proyecto de decreto podía afectarla, etcétera. 


Por otra parte, cuando citamos a declarar al señor Lepra antes de su partida a París como 
Embajador de la República, le hicimos distintas preguntas vinculadas con este tema, y una de ellas fue 
cómo había evaluado lo relativo a la aplicación de las disposiciones de la Ley N* 18.159 en esta materia y 
de qué manera le parecía que incidía o no el Decreto 472 que él había firmado en la libre competencia en 
el mercado de distribución de GLP. La respuesta del Ministro, que obra a fojas 76 del expediente judicial, 
fue que él considera que la protección de la libre competencia es un tema de la URSEA y no del Ministerio, 
y que la Cartera dictó estas disposiciones para proteger la seguridad de los consumidores de GLP, pero 
que el tema de la protección de la libre competencia no es de su incumbencia. 


Seguramente, este criterio es el que prima en el Ministerio, porque eso explica el laconismo, la 
brevedad del informe de la Asesoría Jurídica, y por cierto no le falta razón al Ministro, porque el artículo 27 
de la Ley N* 18.159 dice que en los mercados regulados -como lo es el de GLP- compete a las unidades 
reguladoras -como lo es la URSEA- el control de la vigencia de las aplicaciones de la ley. Ahora bien, el 
asunto es la forma en que se generó este decreto, que procuré ilustrar con las citas que hice. En primer 
lugar, a la URSEA le preguntan genéricamente sobre la intención de asegurar la trazabilidad de los 
envases, y la Unidad Reguladora responde que eso está bien, siempre y cuando no se afecte la libre 
competencia. Pero luego se le pide que en el día se pronuncie sobre un proyecto ya armado y escrito, y la 
URSEA se pronuncia telegráficamente diciendo que no hay problema, pero que una sentencia del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo dictaminó que el Decreto N* 375/003, que se iba a derogar, estaba bien. 
Lo que surge de este proceso administrativo que concluye en la sanción del Decreto N* 472/007 es que no 
ha habido oportunidad para que se tuviera en cuenta o se ponderara meditadamente la necesidad de 
cumplir la Ley N* 18.159 y regular el mercado de GLP de manera tal que no perjudique sino que, por el 
contrario, fortalezca y estimule la libre competencia entre los agentes. No decimos que haya 
incompatibilidad entre la trazabilidad que el Ministerio quiere buscar para proteger la seguridad de los 
consumidores y la libre competencia; lo que ocurre es que se ha elegido un medio que sí es incompatible 
con la libre competencia. Megal S.A., cuando fue llamada por el Ministerio de Industria, Energía y Minería 
para opinar acerca de cómo podría asegurarse esa trazabilidad, llevó su propuesta, que apuntaba a utilizar 
en cada garrafa un dispositivo de memoria inteligente, un chip, que almacenaría los datos fundamentales: 
quién recarga la garrafa, cuándo la recarga, cuánto gas hay en la garrafa cuando se recarga -que es un 
tema muy importante para los consumidores- y cuánto es lo que efectivamente se pone dentro de la 
garrafa, que muchas veces no está absolutamente vacía, sino que viene con algo de gas. Esto es -lo digo 
entre paréntesis- lo que el ex Ministro Lepra llamaba en la declaración judicial “el tema del gas negro”. Ni la 
pintura del Decreto N* 472/007, ni la marca en altorrelieve del distribuidor, del mismo decreto, atañen de 


ninguna manera al tema de la tara y el gas negro. En cambio, el chip que propone Megal sí permite encarar 
ese problema y medir exactamente cuánto gas tiene cada garrafa cuando la van a rellenar. 


El chip le fue planteado al propio Ministro Lepra en su momento, y él dijo en su declaración 
judicial que inicialmente le había parecido muy bien la idea pero que luego, naturalmente, había derivado el 
tema a sus asesores. 


SEÑOR PÉREZ PIERA.- En su momento el Director Riet me manifestó personalmente -en esa reunión 
estaba el ex Ministro Lepra- que tenía órdenes de regular el mercado de las garrafas de supergás. Luego 
me planteó el tema de la pintura, a lo cual le respondí que teníamos la posibilidad de incorporar un chip, 
que es una experiencia que hoy se viene realizando en países europeos y en otras partes del mundo. Por 
ejemplo, tenemos informes de España y de Perú, y sabemos que ENARSA, en Argentina, va a comenzar a 
aplicar ese sistema. Por otro lado, yo había enviado a la URSEA el sistema automático de trazabilidad de 
ingenieros del Uruguay, y hay un informe que le da el visto bueno al chip; es decir que la URSEA solicitó 
ampliación de datos, pero finalmente se expidió a favor del sistema. El entonces Ministro Lepra me dijo que 
le parecía excelente el sistema del chip, que teníamos que estar en punta en esta materia, e incluso hizo 
declaraciones en la prensa vinculadas a que el Uruguay está en punta en la trazabilidad del ganado. De 
manera que se supone que si se puede hacer para el ganado, con más razón puede aplicarse el sistema 
para las garrafas. 


Megal S.A. elaboró y presentó un proyecto de decreto que no tuvo respuesta. Pero luego, el señor 
Subsecretario Ponce de León nos llamó para tener una reunión en la que le mostramos los chips y los 
lectores, y se manifestó en el sentido de que era algo excepcional para el país y que venía como anillo al 
dedo. Esa fue toda la respuesta que tuvimos. Sin embargo, el día 3 de diciembre se dictó el Decreto. 


Reitero que no recibimos ninguna respuesta sobre el tema, pero pensamos que ya que se cuenta 
con el beneplácito de la URSEA y con los informes internacionales a este propósito, se podría haber 
considerado nuestra opinión o, por lo menos, habernos llamado y comunicado la observación 
correspondiente. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero dejar constancia de que las manifestaciones del señor Lepra, en el sentido de 
que la idea del chip inicialmente le había parecido buena, obran a fojas 72 del expediente judicial. Y luego, 
cuando le preguntamos si el informe de los servicios del Ministerio, en función del cual había finalmente 
desechado la idea del chip, constaba por escrito, nos respondió que no. Esta respuesta obra a fojas 77 del 
expediente judicial. Ahora, no consta por escrito el informe --digamos-- negativo, en función del cual se 
desestima la idea del chip, pero sí consta por escrito el informe técnico elaborado en el seno de la URSEA, 
que dice que la idea es buena y que, sin perjuicio de se necesiten estudios complementarios --en este 
punto voy a leer lo que dice el técnico de la URSEA-- “la identificación de los envases de GLP con este 
sistema mejoraría el seguimiento y la trazabilidad de los envases”. Este dictamen técnico es del 21 de 
febrero de este año. 


Con estos elementos a la vista, en primer lugar, en diciembre del año 2007 impugnamos el 
Decreto N* 472 --impugnación que todavía está en trámite--; y en segundo término, nos presentamos ante 
la URSEA solicitando que, en ejercicio de las competencias que le atribuye su Ley de creación y la Ley N* 
18.159, recabe la opinión del Ministerio de Economía y Finanzas --a través de la unidad correspondiente-- 
que debe pronunciarse acerca de si esto afecta o no la libre competencia. En todo este trámite 
administrativo, el Ministerio de Economía y Finanzas no aparece consultado ni interviene, aunque hay una 
Ley de Promoción y Defensa de la Competencia que le asigna a esa Secretaría de Estado un papel central 
en este asunto. 


Hemos solicitado a la URSEA, entonces, que utilice las herramientas que la ley le otorga -que la 
autoriza a pedir el asesoramiento de la unidad respectiva del Ministerio de Economía y Finanzas- y que 
consulte si esta disposición afecta o no la libre competencia; y que, mientras tanto, recomiende al Ministerio 
de Industria, Energía y Minería --la ley también autoriza a la URSEA a hacerlo-- que deje en suspenso la 
aplicación de este Decreto hasta que concluyan estos estudios que, a nuestro juicio, deben ser previos. 
Hasta donde sabemos, el planteamiento que realizamos a la URSEA sigue en trámite y se le ha dado vista 
a las otras empresas que también están interesadas. 


Más adelante comparecimos nuevamente ante el Ministerio de Industria, Energía y Minería para 
solicitar que se suspendiera la aplicación del Decreto, a efectos de esperar tanto el dictamen del Ministerio 
de Economía y Finanzas como el estudio de la URSEA, dado que --tal como indicamos al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería en esta presentación-- ya existe un informe técnico de dicha Unidad que se 
pronuncia en el sentido de que la idea del chip es práctica, realizable y buena --a pesar de que se podrán 
necesitar estudios complementarios-- pero que en principio el sistema asegura la trazabilidad, que es lo 
que busca el Ministerio. 


Solicitamos, reitero, la suspensión de la aplicación del Decreto a la espera de que se reúnan todos 
estos elementos, es decir, la opinión del Ministerio de Economía y Finanzas y los estudios finales que se 
desee realizar sobre el chip porque, si se lleva la aplicación del Decreto hasta sus últimas consecuencias, 
se va a causar un enorme daño a Megal S.A. --no solo a esta empresa, por supuesto, pero estamos 
hablando en su nombre-- y no hay razón para ello. Se causaría un daño innecesario porque, si se hacen 
las cosas de manera adecuada, es perfectamente posible conciliar la trazabilidad con la libre competencia. 


SEÑOR COURIEL.- ¿En qué fecha se efectuó la última comparecencia ante el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería? 


SEÑOR PASQUET.- Este último escrito fue presentado al Ministerio de Industria, Energía y Minería en los 
primeros días de marzo. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Esto fue antes o después de la designación del nuevo Ministro? 


SEÑOR PASQUET.- Fue pocos días después; el nuevo Ministro asumió su cargo el 29 de febrero y a los 
pocos días nosotros presentamos este segundo escrito pidiendo la suspensión de la aplicación del 
Decreto. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Y no tienen respuesta? 
SEÑOR PASQUET.- Todavía no tenemos respuesta. 


Lo que ocurre es que las vías judiciales en las que hemos pensado podrían operar eficazmente 
para obtener la reparación de los perjuicios que se causen, pero eso no es lo que nos interesa, sino que se 
evite la causa del perjuicio. Ese es un tema que depende, fundamentalmente, de los criterios que maneje 
el Poder Ejecutivo. 


Entonces, procuramos sensibilizar al Parlamento; hemos visitado la Comisión de Industria de la 
Cámara de Representantes y agradecemos que nos reciban hoy aquí para plantear todos estos elementos 
y pedir que se suspenda la aplicación de esto que tanto daño nos causa, hasta que concluyan los estudios 
que hemos pedido y que se recabe la opinión de quien a nuestro juicio no puede estar ausente, que es el 
Ministerio de Economía y Finanzas, porque reitero que acá hay un tema de libre competencia. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: en primer lugar quiero dar la bienvenida a los invitados y recordar que 
fuimos nosotros quienes pedimos la urgencia de esta comparecencia -sin conocer a los invitados- 
básicamente por un remitido de prensa. Me tomé el trabajo de leer el decreto y me pareció violatorio de la 
competencia, lo que en la teoría de la economía del sector público se llama generación de una renta. En 
economía, una renta es cuando existen utilidades sobrenormales producidas por una regulación a favor de 
alguien y en detrimento de toda la sociedad. 


Muchas de las preguntas que pensaba formular ya fueron contestadas en la exhaustiva y prolija 
exposición del doctor Pasquet, pero no todas. 


El Decreto N* 375/003 se refiere a la Ley N* 17.011, del 25 de setiembre de 1998, que en su 
artículo 12 recoge el agotamiento del derecho del titular de la marca luego de la primera venta de productos 
marcados, estableciendo que “No podrá impedirse la libre circulación de los productos marcados, 


introducidos legítimamente en el comercio por el titular o con la autorización del mismo, fundándose en el 
registro de la marca, siempre que dichos productos y su presentación, así como sus envases o sus 
embalajes que estuvieren en contacto inmediato con ellos, no hayan sufrido alteraciones, modificaciones o 
deterioros significativos”. El Considerando IV se refiere a que se trata de recipientes propiedad de los 
consumidores y el |Il habla de preservar la libre elección de los usuarios entre los diversos prestadores. 


La primera pregunta que quiero formular es si las garrafas siguen siendo propiedad de los 
consumidores. 


SEÑOR PASQUET.- Eso no ha cambiado. 


SEÑOR ALFIE.- Por lo tanto, desde el momento en que las garrafas son propiedad de los consumidores, si 
se las marca, se impide a los consumidores usarlas con otro proveedor. Es como si yo tuviera un auto con 
un tanque marcado para nafta de la Exxon o de la Chevron y no pudiera llenarlo en otra compañía. Esto no 
puede ser porque el auto es mío y lo lleno con lo que quiero. Me da la impresión de que se trata casi del 
mismo ejemplo. 


El segundo aspecto sobre el que quería consultar tiene que ver con que no vi -ahora el doctor 
Pasquet abundó en el tema; ni siquiera hubo informe- la firma del Ministerio de Economía y Finanzas en el 
decreto. Comparando los dos decretos -el del año 2003 y el de 2007- me queda la impresión de que, si 
bien parecería que tratan cosas similares, en realidad se refieren a aspectos sustancialmente diferentes. 
Digo esto porque el primero, básicamente, tenía que ver con temas marcarios, que claramente son 
potestad exclusiva del Ministerio de Industria, Energía y Minería; sin embargo, en este decreto -como bien 
decía el doctor Pasquet- se está hablando de la competencia que, por atribuciones del decreto de 
delegación, es resorte del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Entonces, no sé si aquí, aparte de la ilegalidad que el doctor Pasquet manifestaba, no habría otra 
en el sentido de que el Ministerio de Economía y Finanzas también debió ser firmante de este decreto por 
potestades atribuidas a su Cartera. 


Recordemos que la Ley de Defensa de la Competencia, no obstante ser firmada por varios 
Ministerios, fue presentada y defendida exclusivamente por el Ministerio de Economía y Finanzas y bajo su 
resorte. O sea que es bastante claro, desde mi punto de vista, que ese Ministerio debería firmar y 
encabezar un decreto de esta naturaleza y a este respecto consulto a nuestros invitados. 


SEÑOR PASQUET.- Con relación a la cuestión que el señor Senador Alfie planteaba hace un instante 
acerca de si el consumidor podría o no recargar su garrafa con cualquier distribuidor, debo decirle que, a mi 
juicio, lo puede hacer porque el inciso final del artículo 3% del Decreto N* 472, dice: “Los Distribuidores 
Minoristas estarán obligados a recibir cualquier envase del parque existente, independientemente de la 
identificación o color que ostente, procediendo posteriormente al intercambio de los mismos con los demás 
Distribuidores”. 


El asunto es que cada consumidor puede llevar su garrafa a recargar donde quiera, pero como 
los distribuidores no pueden recargar cualquier garrafa sino solamente las identificadas con sus signos, van 
a tener que intercambiarlas, por lo que tendrá que haber un clearing de garrafas. 


Esto generaría, en primer lugar, un costo adicional que, naturalmente, va a terminar siendo 
absorbido por el consumidor; de esto no puede haber dudas. 


En segundo término, se crea objetivamente la posibilidad de que alguien decida, eventualmente, 
acaparar garrafas de alguna empresa, y esto va a afectar a las empresas que tienen un parque menor. 


Obviamente, no estamos atribuyendo intenciones a nadie, sino que simplemente decimos que, 
desde el punto de vista objetivo, se crea esa posibilidad. 


SEÑOR ALFIE.- Justamente a eso apuntaba y agradezco la precisión del doctor Pasquet. De todas 
maneras, es más o menos lo mismo que el ejemplo del auto, en el que a alguien le pueden decir que le 
llenan el tanque pero que tiene que cambiar el auto porque tiene que ser de otra marca o algo por el estilo; 
repito, es más o menos lo mismo. Entonces, ¡vaya usted a algún lugar a buscar su auto al clearing y 
recuperarlo! 


Como decía, mi pregunta justamente apuntaba a eso, es decir, al tema de la trazabilidad. 
¿Cuánto sería el costo de mantenimiento de inventario? Porque aquí, claramente, para poder tener 
presencia en el mercado, hay que tener muchas garrafas y vendérselas a la gente. Me da la impresión de 
que la gente no va a comprar garrafas de tres colores distintos porque con una le alcanza. Entonces, ¿cuál 
sería el costo de tener esa presencia en el mercado? 


A su vez, también quisiera saber cuál sería el costo estimado de, justamente, lo que el doctor 
Pasquet decía. Me imaginaba un clearing y pienso que, claramente, las empresas con posición dominante 
lo que pueden hacer es retener envases siempre -o largarlos menos- y con esto anular directamente las 
recargas. ¿Se ha calculado algún costo de esto? 


El otro aspecto que consulto es sobre el costo del arenado y del pintado -porque para pintar 
hay que arenar estos envases- versus el costo del chip; más allá de las ventajas que ustedes manifestaban 
del chip sobre el arenado y pintado. 


Otro aspecto -uno de los finales- que quería abordar tiene que ver con la acción de nulidad 
anterior, que duró tres años, O sea que ese, más o menos, es el plazo para que el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo se expida. Por tanto, si uno estima que dura lo mismo, estamos fuera de los 
plazos en los que el Decreto entra en plena vigencia. Entonces, dado ese hecho que seguramente es 
bastante usual, mi pregunta es cómo podemos ayudar -quienes nos visitan ya especificaron algunas 
formas- más operativamente para que esto se suspenda hasta tanto tengamos certezas en cuanto a cuál 
es la mejor forma en que se puede hacer la trazabilidad. Quizás se pueda lograr mediante una ley -y esto 
ya se ha hecho- que suspenda un decreto, aunque aclaro que en lo personal considero que eso no es lo 
mejor. Creo que lo mejor que puede hacerse es que Poder Ejecutivo elabore un decreto que anule el 
anterior. Sin embargo, recuerdo que se ha dado el caso de que algunas leyes anulen los decretos. 


Me parece que lo fundamental en este caso es ver la forma en que podemos ayudar porque, en 
definitiva, lo que estamos haciendo aquí es utilizar la misma forma de proteccionismo que de la que nos 
quejamos cuando nos lo hacen afuera. Entonces, como tenemos en un mercado más chico, con un 
artilugio regulatorio, estamos favoreciendo a determinadas empresas. Aclaro que no importa cuáles son, 
pero la realidad demuestra que se está restringiendo la competencia, lo que aumenta el precio. En 
consecuencia, teniendo en cuenta que se ha dicho que todos estos costos se trasladan, la pregunta final 
sería cuánto podría llegar a aumentar el precio para el consumidor. No sé si ya se ha hecho alguna 
estimación al respecto. Formulo esta pregunta porque, en definitiva, el consumidor es quien va a terminar 
pagando más por el mismo producto. 


SEÑOR COURIEL.- Como debo retirarme, quisiera decir que, en primer lugar, comparto lo que ha 
planteado la empresa Megal S.A.; en segundo término, me parece que el tema de la libre competencia se 
ha fundamentado muy bien y no tengo ninguna duda de que es algo que hay que defender y, por último, 
creo que debemos hacer las consultas del caso al nuevo Ministro de Industria, Energía y Minería. Luego de 
recibir la información necesaria, creo que estaremos en condiciones de decidir hasta dónde llegará el 
trabajo de esta Comisión del Senado. En principio, reitero que comparto los argumentos que han dado 
nuestros invitados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de que el señor Senador Couriel se retire, la Presidencia quiere informar 
que el señor Ministro será citado los primeros días de mayo, con la finalidad de informarnos sobre este 
tema. Estamos coordinando esta visita pero, además, intentaremos que las reuniones para realizar los 
distintos planteos sean previas, con el fin de que el señor Ministro pueda tener tiempo suficiente como para 
diseñar las políticas energéticas. A nuestro juicio este tema es muy importante y por eso aprovecharemos 
la visita del señor Ministro para que nos exprese su opinión. 


SEÑOR PÉREZ PIERA.- Con relación al tema de los costos, podemos afirmar que cuando en su momento 
hablamos con el señor Presidente de ANCAP, nos informó que el costo de los chips era de 
aproximadamente US$ 7 u US$ 8 cada uno. El precio que nosotros tenemos es de US$ 1.50 y US$ 1.80, y 
aclaro que no es el de un solo proveedor, puesto que varios de ellos fueron consultados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas por la interrupción, pero quiero informar a quienes nos visitan que 
el día 16 esta Comisión recibirá a la URSEA, antes de que concurra el señor Ministro, y que también les 
consultaremos sobre el tema. 


SEÑOR PÉREZ PIERA.- Con relación a los costos de la pintura y al arenado, la verdad es que no sabemos 
exactamente cuánto sería porque en lo relativo a la pintura, la URSEA, junto con todos los que asistimos, 
estaba analizando qué tipo de pintura especial se precisaría. Aclaro que debe usarse una pintura indeleble, 
que no se altere y, por tanto, se estaba pidiendo una cotización a Brasil, lo que permite deducir que su 
costo debe ser bastante importante. No obstante, creo que lo que más encarece todo este proceso es el 
tema del canje, pues debe hacerse en forma diaria y, entre otras cosas, se debe disponer de uno o dos 
camiones, de mano de obra y de combustible para ir a retirar las garrafas. Seguramente, nosotros vamos a 
llevar 400 garrafas y vengamos con 20 ó 25. Esto me lleva a suponer que vamos a tener un problema de 
ruptura de producción o de envasado, porque estamos envasando aproximadamente 60.000 garrafas 
mensuales, con lo cual, en dos o tres meses, toda nuestra producción va a estar en el mercado. Sabemos 
muy bien que quedan garrafas en los domicilios y en nuestros distribuidores, pero también en los de la 
competencia; a esto se agrega que en el transporte debemos tener un “stock”. 


Por todas estas razones, pensamos que el sistema es perverso y ello nos hace prever que pueda 
haber rupturas. Admito que las otras empresas pueden plantear que esto también puede acontecerles pero, 
en ese caso, el sistema no sirve; no sería un problema solamente de nosotros, sino que otras empresas 
también podrían tenerlo. 


En este punto es donde, justamente, ingresamos en el problema de la competencia. No tenemos 
la menor duda de que estamos condenados a desaparecer. Cuando tuvimos la audiencia judicial, el ex 
Ministro Lepra nos decía que para crecer hay que invertir. Por mi parte, digo que para crecer hay que 
invertir a partir de ahora, pues Acodike y Riogas han comprado garrafas y las han vendido, no todas, pero 
si la mayoría. Eso fue una compra y una venta. Sin embargo, en el caso de que alguien tuviera que 
comprar garrafas ahora, no va a poder venderlas, sino que deberá intercambiarlas. En definitiva, si 
nosotros tenemos más demanda, tendremos que ir a un domicilio que, seguramente, nos va a proporcionar 
una garrafa de Acodike, y nosotros no la vamos a poder vender. Por eso, me parece que sería una 
verdadera inversión, diría, a “fond perdu”, que además se inscribiría en un hecho contrario a la normativa 
de la URSEA, que habla de la óptima inversión en todo proyecto. 


Precisamente, la ley de creación de la URSEA toca todos los temas de promoción de la libre 
competencia, y el del abuso de la posición dominante; pero, en particular, el decreto correspondiente del 
Poder Ejecutivo hace mención al Reglamento de la URSEA, y este habla de no adoptar conductas que 
tengan por efecto impedir, restringir o distorsionar la competencia y el libre acceso al mercado, y de no 
adoptar cualquier tipo de conducta con los recipientes portátiles para GLP, que provoquen perjuicio a otros 
agentes o a los usuarios. Es decir que alude específicamente a que no se puede tener ningún tipo de 
conducta distorsionante con relación a los envases. 


SEÑORA DALMÁS.- Teniendo en cuenta lo avanzado de la hora, rápidamente quiero decir que me siento 
muy agradecida por haber tenido la oportunidad de escuchar esta información. 


Asimismo, debo señalar que respecto de este tema observo en el talante de la Comisión la 
necesidad de un análisis. En lo que me es personal, como Senadora me preocupa el interés general, que 
parece vulnerarlo por cuanto -tal como se ha manifestado- con este sistema se perfora la Ley de Defensa 
de la Competencia de manera importante. 


Asimismo, como ama de casa también me preocupa el tema de los precios y el de la trazabilidad. 
Se trata de un elemento de uso habitual -tal vez al que nadie presta atención, porque está allí desde hace 
muchísimos años- pero muy delicado en su manejo. He cambiado garrafas en muy buen estado por otras 


bastante deterioradas y con problemas de funcionamiento. Nunca se sabe bien cuál es el historial de esos 
elementos, tema que tiene que ver con la seguridad, con la eficiencia y con los costos. Muchas veces he 
debido cambiar garrafas antes de que se termine su contenido, porque a pesar de que la válvula está bien, 
el recipiente no está en condiciones. 


Estoy planteando una vivencia personal y de las mujeres que somos gerentas del hogar, porque 
es importante relacionar esto con dos aspectos: por un lado, la trazabilidad y, por otro, la seguridad. Me 
refiero a asegurar la trazabilidad verdadera, que quiere decir dejar el historial perfectamente sentado de 
cada una de las garrafas y, además, el precio, con la defensa auténtica de la competencia. 


Me parece que es muy importante el intercambio con el Ministerio, pero quisiera agregar algo más. 
Si de la práctica del decreto vigente puede surgir en algún momento la desaparición o la puesta en 
situación de muchísima dificultad de alguna de las empresas del mercado, creo que la acción tiene que ser 
más rápida que lo habitual. Por ello, me parece que tal vez los miembros de la Comisión debemos analizar 
las diferentes opiniones y, quizás, ejercer algún tipo de acción más parecida a lo que planteaba el señor 
Senador Alfie, en el sentido de no ir a una ley, sino más bien a una gestión concreta para la suspensión de 
la aplicación del decreto. Suspender no quiere decir invalidar, sino que significa exactamente eso: 
suspender hasta que podamos analizar el tema con mayor detenimiento. 


SEÑOR LONG.- Me gustaría dejar una breve constancia, pero antes, por supuesto, quiero agradecer la 
presencia de los comparecientes y su muy detallado informe. Creo que el tema es importante y me parece 
que la Comisión coincide en ello, por lo que hay disposición en el sentido de dedicarnos a analizarlo con 
cuidado. Es relevante, para ello, oír las distintas opiniones en juego, así como asegurar la trazabilidad y las 
garantías del consumidor, cualquiera sea la solución. Esto lo he señalado en forma reiterada desde hace 
años. En muchos campos, me parece que el tema de la seguridad no se aborda lo suficientemente bien y, 
en este caso, también hay que dar esa garantía. Debemos tenerlo en cuenta, pero buscando las soluciones 
que más sirvan a todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios ha tenido 
mucho gusto en recibir y escuchar a nuestros invitados. 


Me parece que sería bueno que los señores Senadores continuáramos conversando sobre el 
tema, pues quizás podríamos iniciar alguna gestión como la sugerida por la señora Senadora Dalmás. 


No queremos entretener más a los representantes de Megal S.A., con quienes seguramente 
estaremos en contacto para conversar sobre cualquier cambio eventual que pueda surgir en la materia. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 25 minutos). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


